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Resumen. Los elementos del derecho penal aplicado a los menores de edad acusados, investi-
gados, procesados y sentenciados por la comisión de un delito, ámbito de aplicación subjetivo, 
adjetivo, proceso y medidas sancionadoras, varía de un país a otro, es por ello que la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, a través de las Reglas mínimas para la Administración de Justicia 
de Menores, la Convención sobre los Derechos del Niño, las Directrices para la Prevención de 
la Delincuencia Juvenil y las Reglas para la Protección de Menores Privados de Libertad ha 
establecido los principios mínimos, el Estado mexicano desde la ratificación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño inició el camino hacia la protección de los derechos humanos de 
los menores de edad (adolescentes). 
Palabras clave: menor, derecho penal, Estados, sistema especializado, protección, reglas mí-
nimas.

Abstract. The elements of the Criminal Law applied to minors accused, investigated, pros-
ecuted and sentenced for the commission of a crime, scope of subjective application, adjec-
tive, process and sanctioning measures, varies from one country to another, that is why the 
Organization of the United Nations, through the Minimum Rules for the Administration of 
Juvenile Justice, the Convention on the Rights of the Child, the Guidelines for the Prevention 
of Juvenile Crime and the Rules for the Protection of Juveniles Deprived of Liberty Minimum 
principles, the Mexican State since the ratification of the Convention on the Rights of the 
Child began the path towards the protection of the Human Rights of minors (adolescents) 
Key words: Children, Criminal Law, States, Specialized System, Protection, Minimum Rules.

Résumé. Les éléments du droit pénal appliqués aux mineurs accusés, ayant fait l’objet d’une 
enquête, de poursuites et condamnés pour la perpétration d’un crime, le champ d’application 
subjectif, l’adjectif, la procédure et les mesures de sanction varient d’un pays à l’autre, c’est 
pourquoi des Nations Unies, par le biais de l’Ensemble de règles minima pour l’administration 
de la justice pour mineurs, de la Convention relative aux droits de l’enfant, des directives 
pour la prévention de la délinquance juvénile et du règlement sur la protection des mineurs 
privés de liberté Principes minimaux, l’État mexicain, depuis la ratification de la Convention 
relative aux droits de l’enfant, a ouvert la voie à la protection des droits humains des mineurs 
(adolescents)
Mots-clés: les enfants, droit pénal, États, système spécialisé, protection, règles minimales.
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I. Introducción

Aclaración conceptual: menor

En México derivado de la reforma constitucional al artículo 18 constitu-
cional, la justicia penal para adolescentes en México se aplica a las personas 
adolescentes, esto es, a los menores de edad que tienen entre 12 y 18 años 
de edad; por su parte los instrumentos de la Organización de las Naciones 
Unidas se refiere a “menores” cuando se trata de las personas menores de 
18 años, en ese mismo tenor se encuentra la discrepancia entre el término 
utilizado por diferentes países del orbe; por ejemplo, en Colombia se utiliza 
el término “adolescente” en tanto que en España se establece el término 
“menor” para hacer referencia a los menores de edad que se encuentran 
sujetos al derecho penal de aplicable a menores de edad,1  es por ello que 
en este trabajo se utiliza el término “menores de edad” para referirse a estas 
personas, máxime que si bien el límite máximo de edad para su aplicación 
ha sido establecido (18 años), no así el límite inferior pues países como Ale-
mania, Argentina, Canadá, Cuba, Italia, Francia y México establecen como 
límite mínimo 12 de edad o más años; en tanto que otros países como Es-
cocia (8 años) y Estados Unidos de América (7 años) establecen una edad 
muy temprana.

1   Los instrumentos europeos más relevantes en el tema de menores delincuentes son la 
Carta Europea de Derechos del Niño, 1992, el Convenio Europeo sobre el Ejercicio de los 
Derechos de los Niños, de 25 de enero de 1996, la Resolución (66) 25 sobre el tratamiento 
de corta duración de los delincuentes jóvenes menores de 21 años, 1966, la Resolución (78) 
62 sobre la delincuencia juvenil y la transformación social, la Recomendación (87) 20, de 17 
de septiembre de 1987, la Recomendación (88) 6, de 18 de abril de 1988, la Recomendación 
(2003) 20, de 24 de septiembre de 2003 y las recomendaciones CM/Rec (2008) 11, Reglas 
Europeas para Infractores Menores de Edad sometidos a Sanciones o Medidas, así como las 
Reglas Europeas para Menores Sujetos a Sanciones o Medidas (2008). Sobre el derecho penal 
de menores en España (Europa), establece tres pilares o líneas de acción: prevención, medidas 
sancionadoras educativas e integración y reinserción social de los menores y jóvenes infrac-
tores. Por su parte, la Resolución del Parlamento Europeo sobre la Delincuencia Juvenil 
—papel de las mujeres, la familia y la sociedad (2007)— señala en el punto 1 tres directrices: 
medidas de prevención, medidas judiciales y extrajudiciales y medidas de inclusión social 
(rehabilitación, integración y reinserción).
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Ahora bien, la idea de proporcionar a los menores una atención dife-
renciada de los adultos surge con las leyes promulgadas en Massachusetts 
(1874) y Nueva York (1892), en 1899 con Act to Regulate the Treatament and 
Control of Dependence, Neglected and Delinquent Children  que creó del primer 
Tribunal de Menores en Chicago, Illinois, que estableció las líneas básicas de 
su funcionamiento, sirviendo de modelo a las posteriores leyes reguladoras 
de otros tribunales de niños no sólo en Estados Unidos sino también en el 
resto del mundo (1905 en Inglaterra, 1908 en Alemania, 1911 en Portugal, 
1911 en Hungría, 1912 en Francia, 1922 en Japón, 1924 en España, 1921 
en Argentina, 1923 en Brasil, 1927 en México, 1928 en Chile),2  con la 
finalidad de sustraer al menor del procedimiento penal ordinario, creando 
programas de tratamiento específicos, el estatus de persona en desarrollo3 
de los menores de edad y el reconocimiento de las diferencias sicológicas, 
biológicas y sociales con los adultos, ha generado la necesidad de que se 
establezca un sistema diferenciado para garantizar el goce y ejercicio de los 
derechos de los menores de edad.4 

Sin embargo, existen discrepancias en las legislaciones estatales respecto 
del límite mínimo de edad para la aplicación de un derecho diferencia-
do —aunado a los principios que rigen ese derecho, su finalidad, proce-
dimiento, las medidas sancionadoras que se pueden aplicar y la forma de 
ejecución—, al tiempo que los instrumentos internacionales establecen ca-
racterísticas, estrategias y formas de operar tanto a nivel legislativo, admi-
nistrativo y judicial, que deben ser aplicadas por los Estados firmantes con 
la finalidad de garantizar los derechos humanos y procesales de las personas 
menores de edad sujetas a este régimen jurídico. 

Dentro de la evolución del tratamiento de los menores de edad, han teni-
do influencia decisiva una serie de normas internacionales que han marcado 
los grandes cambios en esta materia; a ellas nos referimos, de forma somera 

2   Armas Fonticoba, Tania de, La cuestión criminológica y jurídica de los niños en conflicto con 
la ley penal. El esquema legal cubano, disponible en: http://www.ambito-juridico.com.br/site/index.
php?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_id=6254. García Méndez, Emilio, Infancia. De los de-
rechos y de la justicia, Argentina, Editores del Puerto, 2004, p. 29. 

3   Hidalgo Murillo, José Daniel, Hacia una teoría procesal en justicia para adolescentes, Méxi-
co, Flores, 2016, p. 535.

4   “Congresos de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y justicia penal 1955–
2010 55 años de logros”, disponible en: http://www.un.org/es/events/crimecongress2010/
pdf/55years_ebook_es.pdf.
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en los apartados siguientes, destacando aquellas previsiones que pueden 
tener más interés en relación con el tema de la justicia penal para menores 
de edad.

En México estas directrices se han internalizado de manera paulatina esta-
bleciendo como eje rector de la justicia penal para adolescentes el principio 
de interés superior del adolescente, desarrollando el andamiaje necesario 
para la implementación de un sistema nacional que garantice los derechos 
humanos y procesales de los adolescentes y al mismo tiempo cumpla con 
los principios de mínima intervención, flexibilidad y protección integral. 

Finalmente es necesario resaltar que aunque en este abajo no hay un 
apartado respecto de otras fuentes del derecho penal de menores, como las 
sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos o los instru-
mentos derivados del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, del Tribu-
nal Africano de Derechos Humanos y de los pueblos o cualquier otro orga-
nismo regional, en esta ocasión sí se hace referencia a algunos instrumentos 
dada su antigüedad, relevancia y primacía. 

II. Reglas mínimas de Naciones Unidas para la Administración

de justicia de menores (Reglas de Beijing), aprobadas el 28 
de noviembre de 1985 mediante la Resolución 40/33

Estas Reglas fueron aprobadas con anterioridad a la Convención de De-
rechos del Niño y tienen por objeto procurar el bienestar del menor, evi-
tando, en la media de lo posible, su paso por el sistema de justicia penal y 
procurando, en caso contrario, que lo sea de la manera menos perjudicial. 

La primera regla establece el principio de supremacía del interés del 
menor a la hora de adoptar las medidas más adecuadas, siempre respetando 
los derechos y garantías de los mismos y a la vista de sus circunstancias per-
sonales, familiares y sociales.

Reconocen la justicia de menores como parte esencial del desarrollo na-
cional de cada Estado, en los ámbitos de prevención legislativa, judicial y 
ejecutiva, obligando a cada Estado a establecer las edades mínimas y máxi-
mas para la aplicación de dichas reglas, considerando el discernimiento y 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/              https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                   https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2020.20.14480



Alejandra






 M

arlene



 

G
Ó

M
EZ

 B
AR

RE
RA

400 Anuario Mexicano de Derecho Internacional,
vol. XX, 2020, pp. 395-419

comprensión de los menores respecto de un comportamiento antisocial y 
aplicables a los “delitos en razón de su condición”5 (reglas 1 a 4).

Estas Reglas establecen los principios de bienestar de los menores y pro-
porcionalidad de la respuesta jurídica derivada de la delincuencia juvenil, 
entre la gravedad del delito y las circunstancias personales del menor, por 
lo que se realizará un informe social para que la autoridad llegue a la deci-
sión que mayor beneficio proporcione al menor (reglas 5, 16 y 22).6 

Presentan la necesidad de una justicia de menores eficaz, justa y huma-
nitaria en todas sus etapas. Así como la competencia, el profesionalismo y 
especialización tanto de los funcionarios que en ella intervenga como de las 
instituciones (reglas 6, 12 y 26).7 

Imponen el respeto a las garantías procesales durante todas las etapas del 
proceso, como la presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las 
acusaciones, el derecho a no autoincriminarse, el derecho al asesoramiento 
jurídico y sicológico, el derecho a la presencia de los padres o tutores, el 
derecho a la confrontación con los testigos y a interrogar a éstos, el derecho 
de apelación ante una autoridad superior, el respeto a su intimidad y la con-
fidencialidad de sus datos (personales, confidenciales o sensibles) durante 
todas las etapas del proceso (reglas 7, 8 y 21).

La obligación de notificar de forma inmediata la detención del menor a 
sus padres o tutores y en su caso a cualquier familiar; el funcionario com-
petente deberá estudiar la posibilidad de poner en libertad al menor a la 
mayor brevedad posible. Además, se deben prever medidas cautelares dife-
rentes a la privación de la libertad (regla 10). 

La sentencia será dictada por aquella autoridad que esté facultada para 
ello, tomando en consideración el informe social; la decisión siempre bus-
cará el bienestar del menor, será proporcional a la gravedad del delito, a 
las circunstancias y necesidades del menor, así como a las de la sociedad. 
Las restricciones a la libertad se impondrán tras un cuidadoso estudio y se 
reducirán al mínimo posible y a los casos de delitos graves y los cometidos 

5   Previstos en algunos sistemas jurídicos nacionales con arreglo a los cuales se considera 
delito en los menores una gama de comportamiento distinta y, por lo general, más amplia que 
en el caso de los adultos.

6   Cuesta Arzamendi, José Luis de la y Blanco Cordero, Isidoro, Menores infractores y sistema 
Penal, España, Instituto Vasco de Criminología, 2010, pp. 13-15.

7   Beloff, Mary, “Los adolescentes y el sistema penal. Elementos para una discusión nece-
saria en la Argentina actual”, Revista Jurídica Palermo, Argentina, núm. 6, 2005, pp. 115-120. 
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con violencia contra las personas o por la reincidencia en cometer otros 
delitos graves y siempre que no haya otra respuesta adecuada. Asimismo, 
se establece que no se aplicará la pena capital ni penas corporales (reglas 
14,16, 17 y 19).8

Se propone en estas Reglas la regulación de sanciones alternativas ba-
sadas en la familia y la comunidad, las cuales deben estar encaminadas a la 
rehabilitación, entendiendo por ésta la reinserción social y familiar (reglas 
18 y 21).9

Resaltan la importancia de la rapidez en la tramitación de los casos de 
menores para evitar que el menor tenga dificultades intelectuales y sicoló-
gicas (regla 20). Respecto de la privación de la libertad, incluso de manera 
preventiva, impone la obligación de garantizar el cuidado, la protección, así 
como la educación y formación profesional de los menores para permitirles 
que desempeñen un papel activo y productivo en la sociedad, manteniéndo-
los separados de los adultos, con distinción de sexo, además de permitir el 
acceso de los padres o tutores (regla 26).10

III. Convención sobre los Derechos del Niño, 
aprobada el 20 de noviembre de 1989

Su firma supone uno de los momentos más importantes en la evolución 
de la figura del niño, por dos razones fundamentales: primero porque el 
menor aparece configurado como sujeto de derechos, con la necesidad de 

8   De acuerdo con la CNDH (México), las sanciones privativas de libertad tienen una 
mayor incidencia en la reinserción social de la persona sujeta a ella, de esta forma la privación 
menor a seis meses no resulta funcional por lo que el juez deberá estudiar la posibilidad de 
una medida alternativa. Por su parte, el internamiento que oscile en nueve meses de duración 
puede tener efectos positivos en la reinserción pues el tratamiento se efectúa de forma con-
tinua. En tanto que el internamiento mayor a 8 y 15 años (en el caso de los adultos) genera 
alteraciones en la personalidad de los internos. Racionalización de la pena de prisión. Pronuncia-
miento, México, CNDH, 2016, pp. 55-64, disponible en: http://www.cndh.org.mx/sites/all/
doc/Informes/Especiales/Pronunciamiento_20160331.pdf.

9   Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 10.
10   Pillado González, Esther, “La prisión provisional atenuada prevista en la legislación es-

pañola: ¿una alternativa a la prisión provisional?”, Memoria del II Congreso iberoamericano de 
Justicia Terapéutica, México, 2014, pp. 113-122.
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proporcionarle una protección especial que haga posible su bienestar y de-
sarrollo, así como el goce y ejercicio de sus derechos humanos; segundo, 
porque es la primera norma que es de acatamiento obligatorio para los 
Estados parte que la suscribieron.11

No es sólo la reafirmación de los derechos del niño12 como persona hu-
mana, sino incluso una especificación de los derechos por las particulares 
circunstancias de vida de la infancia-adolescencia,13 los que deben ser ga-
rantizados, y constituyen la materia prima a partir de la cual se va a erigir 
cualquier determinación estatal que se relacione directa o indirectamente 
con los niños. Establece también el principio del interés superior del niño 
(artículo 3.1 CDN) el cual debe permear todas y cada una de las actuacio-
nes de los Estados (incluidas las judiciales).14 

Con relación a los menores delincuentes, establece que todo niño de quien 
se alegue que ha infringido o a quien se acuse o declare culpable de haber 
infringido las leyes penales, tiene derecho a ser tratado con dignidad y res-
peto de los derechos humanos.15 Teniendo en cuenta la edad del sujeto y 
la importancia de promover su reintegración y de que asuma una función 
constructiva en la sociedad.16 

Por su naturaleza vinculante, establece la obligación de los Estados parte 
para garantizar los estándares mínimos que debe tener la impartición de 
justicia a los menores que sean acusados y en su caso sentenciados por la 
comisión de un delito a nivel legislativo, judicial y ejecutivo:17 

11   A diferencia de la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño o la De-
claración de Derechos del Niño, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 20 de noviembre de 1959, la Convención de Derechos del Niño tiene carácter imperativo, 
en cuanto es un tratado internacional que, una vez ratificado, vincula a los Estados parte.

12   Ludwin, Bonn y Ludwin, Guende, Delincuencia en niños y adolescentes, México, Roca, 
1985, p. 32. 

13   Azaola Garrido, Elena, “Memoria de la Primera Reunión Nacional sobre Prevención, 
Diagnóstico y Tratamiento de Menores Infractores”, México, Secretaría de Gobernación, 
2000, p. 89.

14   Cuesta Arzamendi, José Luis de la y Blanco Cordero, Isidoro, op. cit., pp. 10-12.
15   Freites Barros, Luisa Mercedes, “La Convención Internacional sobre los Derechos del 

Niño: apuntes básicos”, Educere, Venezuela, vol. XII, núm. 42, julio-septiembre de 2008, pp. 
431-437. 

16   Beloff, Mary, op. cit., p. 106.
17   Bordelon, Georgina et al., “Programa de Justicia Juvenil y Medidas Alternas a la Priva-

ción de Libertad en Guatemala, El Salvador y Panamá”, NCSC, disponible en: http://www.jus-
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a)	 Cuando se acuse o declare culpable a menor de edad de haber infrin-
gido la ley, que se le trate con dignidad y se fortalezca en él el respeto 
por los derechos humanos y las libertades fundamentales propios y de 
los demás y se promueva su reintegración constructiva a la sociedad 
(artículo 40.1, CDN).

b)	 Que no se acuse o declare culpable a ninguna persona menor de edad 
de haber infringido la ley, por actos u omisiones que no estaban pro-
hibidos en el momento en que se cometieron y que no lo sean tratán-
dose de un adulto (artículo 40.2 a), CDN). 

c)	 Que se garantice a toda persona menor de edad acusado de haber 
infringido la ley, la presunción de inocencia; que se le informe sin 
demora de los cargos que se le imputan, brindando acceso a un intér-
prete si eso fuese necesario; que se le brinde asistencia jurídica u otra 
necesaria para la preparación y presentación de su defensa (artículo 
37, d); que la causa sea dirimida sin demora por una autoridad u ór-
gano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia 
equitativa conforme a la ley; no podrá ser obligado a prestar testimo-
nio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interro-
gue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio 
de testigos de descargo en condiciones de igualdad; la revisión por 
una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente 
e imparcial de la resolución si es que considera que ésta es contraria 
a la ley y al respeto de su vida privada durante todo el procedimiento 
(artículo 40.2 b), CDN).

d)	 El establecimiento de una edad mínima18 antes de la cual se presumirá 
que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales (ar-
tículo 40.3 a), CDN).19

e)	 Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para 
tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el en-

ticiajuvenilca.org/~/media/Microsites/Files/Intl%20Juvenile%20Justice/Observatory/CDN%20
Y%20JUSTICIA%20JUVENIL%20EN%20CENTROAMERICA.ashx.

18   Lara Egurrola, Daniela y Frías Armenta, Martha, “Imputabilidad penal: el caso de los 
menores”, en Frías Armenta, Martha (coord.), Niñez, adolescencia y problemas sociales, México, 
Plaza y Valdés, 2009, p. 245. 

19   Arse Fernández, Ramón, et al., “Evaluación psicológica forense de la imputabilidad”, 
Memoria del II Congreso Iberoamericano de Justicia Terapéutica, cit., pp. 153-155.
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tendimiento de que se respetarán plenamente sus derechos humanos 
y las garantías legales (desjudicialización) (artículo 40.3 b), CDN).

f)	 En cuanto a las medidas a adoptar en la sentencia condenatoria, po-
drán ser el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el ase-
soramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, 
los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras 
posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegu-
rar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar 
y que guarde proporción tanto con sus circunstancias, como con la 
infracción —flexibilidad del principio de proporcionalidad, en apli-
cación del principio de Interés Superior del Menor (artículo 40.4, 
CDN—). Debe reducirse la privación de la libertad que será el últi-
mo recurso y por el periodo más breve que proceda (artículo 37 b), 
CDN) y en caso de aplicarse deberá cumplirse en centros especiali-
zados y separados de los adultos (artículo 37 c), CDN). Además, se 
prohíbe categóricamente la aplicación de tratos crueles, inhumanos y 
de la pena capital (artículo 37 a), CDN).

Tabla 1. Perspectiva de los menores antes y después de la Convención 
sobre los Derechos del Niño (CDN)20

Antes de la CDN Después de la CDN (artículos 12, 37 y 40) 

Menores:
•	 incompletos
•	 incapaces
•	 objetos de protección
•	 no importa la opinión del niño.

Niños/adolescentes/jóvenes:
•	 personas en desarrollo; capaces re-

lativos; 
•	 sujetos de derechos;
•	 universalidad de la infancia es cen-

tral la opinión del niño.
Centralización, lo asistencial es confundi-
do con lo penal, desjudicialización.

Descentralización, lo asistencial separado 
de lo penal, desjudicalización.

Juez ejecutando la política social/asisten-
cial, actúa como buen padre de familia.

Juez en actividad jurisdiccional, juez téc-
nico, juez limitado por garantías.

20   Gómez Barrera, Alejandra Marlene, La medida de internamiento impuesta en el nuevo sistema 
de justicia penal para adolescentes en México. Estudio comparado con el internamiento en España, tesis 
doctoral inédita, España, Universidad de Vigo, 2018, pp. 75 y 76.
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Menor abandonado/delincuente, dere-
cho penal de autor, imputados de delitos 
como inimputables. Especialización sin 
justicia, “procedimientos” sin debido pro-
ceso. Privación de libertad como regla. 
Medidas por tiempo indeterminado.

Desaparece el determinismo, derecho 
penal de hecho, responsabilidad penal ju-
venil (consecuencias jurídicas diferentes 
de adultos), justicia especializada proce-
dimientos especiales, sistema acusatorio, 
se reconocen todas las garantías (más ga-
rantías específicas), privación de libertad 
como excepción (tiempo determinado 
y el más breve posible), otras sanciones/
medidas, medias por tiempo determinado.

IV. Directrices de las Naciones Unidas para la prevención 
de la delincuencia juvenil (directrices de Riad) 

emitidas el 14 de diciembre de 1990  
mediante la Resolución 45/112

El uso del término joven en estas directrices es de la manera más amplia, 
pues debemos recordar que en países como Estados Unidos de América, la 
mayoría de edad es alcanzada hasta los 21 años, a diferencia de México en 
donde este estatus es alcanzado al cumplir los 18 años, máxime que en éste 
se habla de un fenómeno: la delincuencia juvenil, el cual abarca no sólo a los 
sujetos que se enfrentan a la justicia penal, sino también a los menores que 
se encuentran por debajo del límite mínimo de edad para ser sujetos de una 
sanción jurídica, como es el caso de las personas menores de 12 años que 
cometen delitos en México, quienes en términos del artículo 18 constitu-
cional únicamente son sujetos de asistencia social. 

Establecen un marco general para la prevención de la delincuencia juve-
nil y constituyen valiosos criterios de cómo evitar que los jóvenes cometan 
acciones ilícitas.21 

Se hace referencia tanto a la prevención general como a los procesos de 
socialización a través de la familia, la comunidad, los grupos de jóvenes 
en condiciones similares, la escuela, la formación profesional y al medio 

21   Llobet Rodríguez, Javier, op. cit., pp. 401-409.
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laboral y se hace hincapié sobre el papel tan importante que tienen en este 
ámbito los medios de comunicación.22

En estas Directrices se establece que los jóvenes (adolescentes, menores 
o niños) son miembros activos de la sociedad, por lo que deben ser respe-
tados sus derechos y no ser considerados objetos de socialización y control. 
La prevención de la delincuencia es parte esencial de la prevención del de-
lito en la sociedad, por ello los programas preventivos deben centrarse, en 
el bienestar de los jóvenes desde su primera infancia. En todos los niveles 
de gobierno se deben aplicar estos programas que periódicamente deberán 
ser supervisados, evaluados y modificados a fin de aumentar su eficacia (di-
rectrices 1, 2, 3, 4, 9, 45 y 48).

Asimismo, dichas Directrices no están centralizadas en la administración 
de justicia, sino como su nombre lo indica: en la prevención, señalando las 
pautas a seguir por los Estados miembros en los entornos de socialización 
(familia, escuela, comunidad). Los encargados de la protección de los me-
nores de 18 años en orden ascendente son: la familia, la sociedad, el Estado 
y los organismos especializados,23 los medios de comunicación, la política 
social, la legislación y administración de la justicia de menores.24 

Estableciendo que la prevención (primaria, secundaria y terciaria) de la 
delincuencia y en especial de menores debe ser un tema principal en las 
políticas públicas y los programas de desarrollo (se debe incluir el sistema 
de justicia de menores).25 

En cuanto a la prevención primaria, que persigue la orientación de los 
jóvenes hacia la sociedad; la sociedad debe procurar el desarrollo armonio-
so de los jóvenes. Se busca la función activa de los jóvenes en la sociedad; 
y se presta especial atención a los procesos de socialización (familia, ense-

22   Sobre la prevención del delito, véase David, Pedro, “Prevención del delito y justicia 
penal en el contexto del desarrollo (perspectiva internacional)”, disponible en: https://www.
ehu.eus/documents/1736829/2030810/06+-+Prevencion+delito.pdf. 

23   Castilla, Karlos, “La protección de los derechos humanos de niñas y niños en el sistema 
interamericano”, Derechos humanos de los grupo vulnerables, p. 50, disponible en: https://www.
upf.edu/dhes-alfa/materiales/res/dhgv_pdf/DHGV_Manual.43-72.pdf.

24   Cuesta Arzamendi, José Luis de la y Blanco Cordero, Isidoro, op. cit., pp. 12 y 13.
25   Rodríguez Manzanera, Luis, Penología, México, Porrúa, 2004, pp. 75-84.
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ñanza y educación pública, políticas de prevención de drogas; medios de 
comunicación).26

Por su parte, la prevención secundaria trata de evitar criminalizar a los 
menores por conductas poco graves; de suministrar oportunidades de de-
sarrollo personal (especialmente a jóvenes en peligro o riesgo social). Se 
formulan doctrinas y criterios para la prevención de la delincuencia; orien-
taciones en política social (prioridad a planes y programas orientados a los 
jóvenes). Se considera que la reclusión de los jóvenes es el último recurso 
y por el menor tiempo posible. En todo caso, resalta la importancia de los 
intereses de la persona menor de edad.27

Finalmente, la prevención terciaria trata de evitar acudir a organismos 
formales de control; evitar rotulaciones estigmatizantes para el menor. Se 
trata además del desarrollo de servicios y programas con base en la comu-
nidad, intentado que el menor intervenga de forma activa en el diseño y 
aplicación de los planes de prevención.28

V. Reglas de las Naciones Unidas para la protección de menores 
privados de libertad (Reglas de la Habana), aprobadas 
el 14 de diciembre de 1990 mediante la Resolución 45/113

Son las reglas mínimas que se deben cumplir en la aplicación de la medida 
de privación de la libertad de los menores que se encuentren en conflicto 
con la ley penal (como resultado de la aplicación de una medida o durante 
el proceso, es decir en prisión preventiva o bien por su seguridad). Resal-
tando la aplicación de esta medida como último recurso y por el menor 
tiempo posible.29

26   Guerrero Agripino, Luis Felipe, “Seguridad Pública y Prevención del delito en el Esta-
do Social de Derecho. Especial comentario a la trascendencia de la educación”, Dikaion, año 
21, núm. 16, Chía, Colombia, 2007, p. 262, disponible en: file:///C:/Users/ALEJANDRA/
Downloads/Dialnet-SeguridadPublicaYPrevencionDelDelitoEnElEstadoSoci-2562421.pdf. 

27   Dammert, Lucía, “Prevención comunitaria del delito en América Latina: desafíos y 
oportunidades”, Revista Desafíos, Rosario, Colombia, 2005, p. 132, disponible en: http://
www.redalyc.org/pdf/3596/359633158009.pdf. 

28   Guerrero Agripino, Luis Felipe, op. cit., p. 266.
29   Cuesta Arzamendi, José Luis de la y Blanco Cordero, Isidoro, op. cit., pp. 15-18.
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Debemos entender por menor privado de la libertad, toda persona me-
nor de 18 años que se encuentre detenido, encarcelado o interno en un 
establecimiento sea público o privado del que no se le permita salir por su 
propia voluntad derivado de una orden judicial, administrativa u otra auto-
ridad facultada para ello; cada Estado debe establecer el límite mínimo por 
debajo del cual no se podrá aplicar la privación de libertad, respetando en 
todo momento sus derechos humanos, además de procurar su sano desa-
rrollo de forma individual, y como miembros de una sociedad, a través de 
programas y actividades (reglas 11,12 y 13).30 Respecto de los menores en 
prisión preventiva, establece 4 principios (reglas 17-18):

1)	 Presunción de inocencia; lo que implica que no sólo se les debe consi-
derar inocentes, sino que además se les debe tratar como tales. 

2)	 Derecho al asesoramiento jurídico; inclusive gratuito y comunicarse 
regularmente con sus asesores jurídicos, de forma privada y confiden-
cial.

3)	 Cuando sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de 
efectuar un trabajo remunerado; con la protección laboral nacional e 
internacional, y de proseguir sus estudios o capacitación.

4)	 Recibir y conservar material de entretenimiento y recreo que sea 
compatible con los intereses de la administración de justicia.

Después del ingreso en la institución de que se trate, se preparan y pre-
sentan a la dirección informes completos y demás información pertinente 
acerca de la situación personal y circunstancias de cada menor y se asegura-
rá de que el adolescente conozca el reglamento de dicha institución (reglas 
23 y 24). 

Todos los informes, incluidos los registros jurídicos y médicos, las actas 
de las actuaciones disciplinarias, así como todos los demás documentos re-
lacionados con la forma, el contenido y los datos del tratamiento, deberán 
formar un expediente personal y confidencial. Estos informes y el elabo-
rado por el funcionario médico que reconoció al menor en el momento 
del ingreso, deberán presentarse al director, a fin de decidir el lugar más 

30   Jiménez Díaz, María José, “Algunas reflexiones sobre la responsabilidad penal de los 
menores”, Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2015, pp. 1-36, disponible en: 
http://criminet.ugr.es/recpc.

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/              https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                   https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2020.20.14480



M
AR

CO
 IN

TE
RN

AC
IO

N
AL

 D
EL

 D
ER

EC
H

O
 P

EN
AL

 P
AR

A 
M

EN
O

RE
S 

D
E 

ED
AD

409Anuario Mexicano de Derecho Internacional,
vol. XX, 2020, pp. 395-419

adecuado para la instalación del menor en el centro, así como determinar 
el tipo y nivel necesarios de tratamiento, y de cuál programa deberán apli-
carse, de acuerdo con su edad, personalidad, sexo y tipo de delito, incluida 
su salud física y mental, que garanticen su protección contra influencias 
nocivas y situaciones de riesgo. Los menores deberán estar separados de los 
adultos (reglas 23, 27, 28 y 29).

Los centros en donde se encuentren internos menores deben, además de 
garantizar el respeto a sus derechos, asegurar las condiciones de higiene y 
dignidad humana, una alimentación adecuada, la atención médica necesaria, 
así como el ejercicio de sus creencias religiosas y su recreación. Brindándo-
les no sólo las instalaciones, sino también el tiempo necesario para ejercer-
las, así como la posibilidad de recibir educación y aprender un oficio (reglas 
31, 32, 37, 38, 40, 42, 47, 48 y 49).

El personal deberá ser competente y contar con un número suficiente de 
especialistas, como educadores, instructores profesionales, asesores, asis-
tentes sociales, siquiatras y sicólogos. Deben recibir una formación cons-
tante que les permita desempeñar eficazmente sus funciones, en particular 
la capacitación en sicología infantil, protección de la infancia, criterios y 
normas internacionales de derechos humanos y derechos del niño. Los fun-
cionarios deben garantizar el respeto de los derechos de los menores, así 
como velar por su protección física y mental (reglas 81, 85 y 87).31

Se permitirá a los menores tener comunicación con el mundo exterior. 
Así como garantizar el derecho a recibir visitas regulares y frecuentes, ade-
más de poderse comunicar por escrito o por teléfono, al menos dos veces 
por semana, con la persona de su elección (reglas 59, 60 y 61).

Se prohíbe el uso de instrumentos de coerción y la fuerza con cualquier 
fin, salvo en los casos excepcionales, cuando se hayan agotado y hayan fra-
casado todos los demás medios de control y sólo de la forma expresamente 
autorizada y descrita por una ley o un reglamento. Se prohíbe que el perso-
nal porte y utilice armas (reglas 63, 64 y 65).

31   La protección de los derechos humanos de los menores internos en centros de interna-
miento es un tema fundamental para la reinserción social del menor pues la experiencia de 
legalidad coadyuva a la ejecución de la medida. para mayor información sobre el tema véase, 
García Huayama, Juan Carlos y Alvarado Reyes, Juana Elvira, “El internamiento preventivo en 
el proceso de infracción a la ley penal”, Derecho y Cambio Social, 2012, disponible en: https://
dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/5493806.pdf. 
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Indican que el propósito de las medidas y procedimientos disciplinarios 
debe ser la seguridad y una vida comunitaria ordenada, respetando la dig-
nidad del menor, prohibiendo las medidas disciplinarias que constituyan 
tratos crueles, inhumanos o degradantes, incluidos los castigos corpora-
les.32 Deben además estar establecidos en un reglamento; incluyendo, por 
lo tanto, las conductas que los provocan y para cumplir con la finalidad de 
las medidas debe ayudar a los menores a reintegrarse en la sociedad, la vida 
familiar y la educación o el trabajo después de ser puestos en libertad, por 
lo que se deberán establecer procedimientos para ello, inclusive la libertad 
anticipada y cursos especiales (reglas 66, 67, 68, 79 y 80).

VI. Conclusión

En México la entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos del 
Niño en 1990, constituyó el primer paso hacia el garantismo en materia 
de adolescentes en conflicto con la ley penal, continuando con la reforma 
constitucional publicada el 12 de diciembre de 2005 en el Diario Oficial de 
la Federación, por la cual se instruyó a la Federación, los estados y el Distrito 
Federal (ahora Ciudad de México) a establecer, en el ámbito de sus com-
petencias, un sistema integral de justicia aplicable a quienes tengan entre 
12 años cumplidos y menos de 18 años y se les atribuya la realización de 
una conducta tipificada como delito por las leyes penales, lo que finalmente 
derivó en la implementación de un Sistema Nacional de Justicia Penal para 
Adolescentes, que vio la luz el 16 de junio de 2016 con la publicación de 
la Ley Nacional del Sistema de Justicia Penal para Adolescentes (LNSIJPA).

Este Sistema Nacional de Justicia Penal para Adolescentes se erige en 
los principios del derecho penal internacional de las personas menores de 
edad: interés superior del menor (adolescente), protección integral, espe-
cificidad de la materia, mínima intervención y flexibilidad.

32   Los castigos corporales a los menores sujetos a régimen de internamiento en centros 
especiales, aunque han sido prohibidos, siguen ocurriendo, para mayor información al res-
pecto véase “Informe sobre el castigo corporal y los derechos humanos de las niñas, niños y 
adolescentes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Relatoría sobre los De-
rechos de la Niñez, 2009”, disponible en: https://www.unicef.org/mexico/spanish/Informe_cas-
tigo_corporal.pdf.
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1. Interés superior de la persona menor de edad (adolescente)

El derecho penal especial, como todas aquellas actuaciones del Estado 
mexicano, en sus tres niveles de gobierno (municipal, estatal y federal) y en 
sus tres ámbitos de aplicación (legislativo, judicial y ejecutivo), debe tener 
como eje transversal el interés superior de la niñez contemplado en el pá-
rrafo 9o. del artículo 4o. de la CPEUM, que establece:

Artículo 9. El varón y la mujer son iguales ante la ley…
…
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el 

principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus dere-
chos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 
políticas públicas dirigidas a la niñez.

En este sentido, se debe mencionar la inadecuada aplicación del término 
interés superior de la niñez o de la adolescencia en este caso, pues este es un prin-
cipio que se llena de contenido y significación en cada caso particular, pues 
el interés superior de cada adolescente varía.

La aplicación de este interés superior de la niña o niño o del o la ado-
lescente (artículo 12 LNSIJPA) es un derecho prioritario, es decir, debe 
ser considerada la implicación que pueda tener en los menores de edad; en 
el caso del sistema integral penal de adolescentes, se refiere que desde el 
momento de crear las leyes o de reformarlas, hasta la ejecución de una me-
dida sancionadora, se debe buscar aquello que permitirá el desarrollo del 
potencial de la persona adolescente. Al respecto, la opinión consultiva de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, del 28 de agosto de 2002,33 
en su artículo 58.2, señala: 

...la expresión “interés superior del niño” consagrada en el artículo 3 de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, implica que el desarrollo de éste y el ejer-
cicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para 

33   Opinión consultiva de la CIDH, OC-17/2002, del 20 de agosto de 2002.
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la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos 
a la vida del niño.

2. Especialización

Implica que todas las autoridades jurisdiccionales que intervengan, los 
abogados defensores y el Ministerio Público, así como el personal técnico y 
de seguridad deben contar con la preparación especializada en justicia penal 
para adolescentes (artículo 23, LNSIJPA). A fin de cumplir igualmente con 
el derecho internacional, es preciso que todas y cada una de las personas 
que intervengan en la justicia de adolescentes, cuenten con la cualificación 
especializada para tratar tanto con adolescentes como con adolescentes en 
conflicto con la ley, desde el policía, el juez, hasta los técnicos especializa-
dos que intervengan en la ejecución o vigilancia de medidas, sean cautelares 
o de sanción.

En México, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
refiere en la sentencia dictada en el Amparo directo en revisión 140/2015 
de fecha 17 de junio de 2015, los siguientes rubros: a) órgano especializado, 
b) perfil idóneo, c) acreditar la capacidad, d) funcionarios especializados, y 
e) especialización obligada.34

3. Mínima intervención

De acuerdo con el derecho internacional de menores, el Estado mexi-
cano se ha obligado a establecer alternativas no penales: criterio de opor-
tunidad, acuerdo reparatorio, suspensión condicional a proceso, y formas 
de terminación anticipada procedimiento abreviado (artículos 18 sexto 
párrafo, 20 apartado A fracción VII, 21 párrafo VII de la CPEUM; 18, 82 
a 105 de la LNSIJPA y 128, 183 a 210, 256 y 257 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales de aplicación supletoria a la LNSIJPA en términos 
de su artículo 10). 

34   Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Decima Época, tesis 1a. CCCXXIX/2015 
(10a.), t. I, noviembre de 2015, p. 965.
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La mínima intervención también se materializa en la brevedad de los 
plazos, tanto en el procedimiento (para la investigación complementaria 
el Ministerio Publico tendrá un plazo no mayor a tres meses y para emi-
tir sentencia (artículos 33 y 131, LNSIJPA ), como en la duración de las 
medidas, dependiendo del grupo etario en el que se encuentre la persona 
adolescente I: 12-14 años (sólo medidas en libertad), II: 15 a 16 años y III: 
16 a 18 años (la medida de internamiento no podrá exceder de cinco años 
y únicamente se impondrá como medida excepcional (artículos 18 párrafo 
sexto CPEUM, y 107 y 164, LNSIJPA).

En este sentido, el tema de las consecuencias que derivan del proceso 
penal de adolescentes debe operar el principio de racionalidad y proporcio-
nalidad (artículo 145, LNSIJPA).

4. Flexibilidad

El principio permite que el procedimiento se aplique tomando en con-
sideración la situación específica del adolescente, así como del desarrollo 
del proceso, por lo que se pueden implementar acciones con base en las 
necesidades de la persona adolescente, pues se observa claramente en la 
aplicación de la medida, ya que deben ser consideradas además de la con-
ducta cometida, las características del menor, por lo que el principio de 
proporcionalidad que rige el derecho penal de adultos se ve modulado (ar-
tículo 44, LNSIJPA). 

5. Protección integral

Este principio implica que durante el proceso penal que se lleve a un 
adolescente, se deben proteger todos y cada uno de sus derechos humanos 
tanto aquellos que le corresponden por ser persona, como aquellos espe-
cíficos que derivan de su calidad de persona en desarrollo, maximizándose 
de esta manera su esfera jurídica; por ejemplo, además de gozar de dere-
chos como el de tener un defensor, también deberán serle garantizados 
aquellos como informar a sus padres o tutores sobre su situación jurídica 
(artículo 42, LNSIJPA).
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Esta protección se lleva a cabo tanto por el órgano jurisdiccional como 
por el Ministerio Público, su defensor, el equipo técnico que se encargue 
de la ejecución y vigilancia de las medidas que en su caso le sean impuestas 
(artículo 13, LNSIJPA).

Tabla 2. Principios específicos del derecho penal de menores (ONU)35

Principio Instrumento Contenido

Interés 
superior 

Reglas Mínimas de las Naciones Uni-
das para la administración de la Jus-
ticia de Menores, artículos 6.1, 8.1, 
10.2, 13.4, 14.2, 16.1, 17.1 a), b), 
c), d), 26.4 y 26.5.
Convención sobre los Derechos del 
Niño, artículo 3.1.
Reglas mínimas de las Naciones Uni-
das sobre las Medidas no Privativas 
de Libertad, artículos 2.3, 3.2 y 3.9.
Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuen-
cia Juvenil, directrices 4, 5 d), 10, 20 
y 52.

En todas y cada una de las determina-
ciones que se tomen en los procesos 
que se sigan a un menor de edad, por 
la probable responsabilidad en la co-
misión de un delito y en la ejecución 
de la medida que se imponga una vez 
acreditada su responsabilidad. 

Especia-
lización

Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la 
Justicia de Menores, artículos 6.3, 
12.1, 22.1 y 22.2.
Convención sobre los Derechos del 
Niño apartado 9 del preámbulo.
Reglas Mínimas de las Naciones Uni-
das sobre las Medidas no Privativas 
de Libertad, artículos 13.1, 13.2, 
15.2, 16.1, 16.2 y 16.3.
Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuen-
cia Juvenil, directrices 5 b) y 58.

Todas las autoridades (policía, fiscal, 
juez, etcétera) y el personal técnico 
(médico, sicólogo, pedagogo, etcé-
tera) y el abogado del menor, que 
intervengan en el proceso de impar-
tición de justicia deben contar con la 
especialización necesaria para tratar 
con el menor en conflicto con la ley.

35   Gómez Barrera, Alejandra Marlene, La medida de internamiento impuesta en el nuevo sistema 
de justicia penal para adolescentes en México. Estudio comparado con el internamiento en España, tesis 
doctoral inédita, España, Universidad de Vigo, 2018, pp. 115-119.
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Mínima 
inter-
vención

Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la 
Justicia de Menores, artículos 11.1, 
11.2, 13.1, 13.2, 13.3, 28.1 y 28.2.
Convención sobre los Derechos del 
Niño, artículo 40.3 b).
Reglas mínimas de las Naciones Uni-
das sobre las Medidas no Privativas 
de Libertad, artículos 2.6 y 5.1.
Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuen-
cia Juvenil, directriz 6.
Reglas de las Naciones Unidas para la 
Protección de Menores Privados de 
Libertad, artículo 3.

La adopción de medidas diversas a 
efecto de que el proceso de impar-
tición de justicia afecte lo menos po-
sible la vida y el óptimo desarrollo 
del menor, los cuales incluyen desde 
las salidas alternas del proceso penal 
(criterio de oportunidad, MASC, 
procedimiento abreviado, suspen-
sión condicional del proceso, etcé-
tera), así como una amplia gama de 
medidas diversas al internamiento a 
efecto de que el juzgador pueda ele-
gir aquella que responda de mejor 
forma al caso particular, sin afectar 
más allá de lo estrictamente necesa-
rio al menor.

Flexibi-
lidad

Reglas Mínimas de las Naciones Uni-
das para la Administración de la Jus-
ticia de Menores, artículos 2.2 c) y 
4.1.
Convención sobre los Derechos del 
Niño, artículo 14.2.
Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuen-
cia Juvenil, directriz 5 c).

Este principio permite a los opera-
dores del sistema adecuar el proce-
so penal minoril a las necesidades y 
circunstancias específicas del menor, 
siempre dentro de los parámetros 
establecidos por la misma ley.
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Pro-
tección 
integral

Reglas Mínimas de las Naciones Uni-
das para la administración de la Jus-
ticia de Menores, artículos 5.1, 7.1, 
8.1, 8.2, 10.1, 10.3, 13.5, 17.1 d) 
y 18.1.
Convención sobre los Derechos del 
Niño artículos 2.2, 3.2, 16.2, 19.1, 
20.1 y 23.2.
Reglas Mínimas de las Naciones Uni-
das sobre las Medidas no Privativas 
de Libertad, artículos 3.8 y 10.4.
Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuen-
cia Juvenil, directrices 2, 5 a), 5 d), 
53 y 54.
Reglas de las Naciones Unidas para la 
protección de menores privados de 
libertad, artículos 1, 3, 9 y 14.

Desde su detención y hasta el cum-
plimiento de la medida que en su 
caso le sea impuesta, las autoridades 
velarán por la protección del menor, 
es decir vigilarán y garantizarán el 
goce y disfrute de sus derechos hu-
manos y sobre todos aquellos que 
por su calidad de persona en desa-
rrollo le corresponde. 
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